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               El principio de pregresividad como principio general del derecho

                         Con especial aplicación  a la responsabilidad del Estado
                            1.- Introducción.
                            La corrupción y la impunidad pretenden siempre adecuarse a cada uno de los tiempos, así en la década de los noventa solo una funcionaria fue presa y se rema taron parte de sus bienes, pero muchos de los funcionarios de esa década ni siquiera fueron sometidos a juicio.-
                            El la primera década de l siglo XXI y en este segunda década, la co rrupción ha sido mayor y mas masificada que en la anterior, pro al final del segundo gobiernos de la Sra. Fernández de Kischner parece ser que los Jueces de la Republica comienzan a despertarse y a realizar investigaciones, la respuesta de los funcionarios es sancionar una * ley de responsabilidad del Estado y los funcionarios públicos * que  simplemente busca la impunidad.- 

                            Consideramos que la ley es inconstitucional y lesiona los tratados internacionales suscriptos por la Argentina.-

                            L reformulación del proyecto constitucional en l994, si bien mantuvo las bases centrales (propiedad privada; derecho al trabajo, previa ley a ser juzgado, etc.)
( 1 ) incorporó algunos derechos esenciales pendientes, como los art. 41 y 42 en cuanto al ambiente ; los derechos del consumidor; derechos de la comunidades aborígenes y además – que a la postre resultan fundamental – agrego Tratados; Pactos y Convencio nes Internacionales. ( 2 ) 
                           En primer lugar debemos afirmar que no esta en duda LA POSITIVIDAD  de los tratados  y convenciones internacionales tanto en su aplicación  para el derecho de daños como para los contratos, empresas y consumidores.-

                          Sería conveniente que establezcamos que es UN TRATADO INTERNACIO NAL O UNA CONVENCION, se trata de  un acuerdo celebrado entre Estados que abarca cues tiones relacionadas con el derecho internacional publico y privado y es de APLICACIÓN obligatoria y forzada para los Estados que la suscribieron y ratificaron.- ( 3 ) 
                        LA FINALIDAD de los tratados y convenciones internacionales es doble: por un lado reforzar los derechos constitucionales existentes en cada Estado y por otro, tal vez mas importante,  tratan de imponer a los Estado un * SOBRE  DERECHO * que permita a las personas, empresas, etc. obtener una MERJOR CALIDAD DE DERECHOS Y UN MAYOR SEGUIR DAD JURIDICA.-  ( 4 ) 
                           En este último aspecto cabe señalar con especial énfasis la  Declaración de Principios Sociales de América; la Carta Interamericana de Garantías Sociales y art. 23 y 29 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre,  Declaración Ameri cana de los Derechos y Deberes del Hombre (Bogotá, Colombia, 1948), Art. II, que es tablece: Todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes con sagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni ninguna otra";  Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, 22/11/69) "… Art. 1: Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respe tar los derechos  y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejer cicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por mo tivo de posición  económica y Quinto: Protocolo de San Salvador (adicional al Pacto de San José de Costa Rica, San Salvador 17/11/88) "... Art. 3° Los Estados parte en el pre sente Protocolo se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, establece el principio de porgresividad de los derechos y la no regresi vidad de los ya adquiridos.-
                  De esta forma los Instrumentos internacionales marcan una línea diviso ria a partir del cual cuando se reconoce un derecho no es posible suprimirlo, inva lidarlo ni directa ni indirectamente.

                 Sostenemos que esto esta pasando con actuales legislaciones como  Ley de Responsabilidad del Estado ( 5 ) ; la violación de los derechos adquiridos por la supresión del “  ex puesto “ en la Ley de Derechos del  Consumidor y en varios aspectos del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, por ejemplo,  la regresividad de los factores de atribución, el derecho de daños, etc. ( 6 )
   2.- El principio de porgresividad y no regresividad como principio general del derecho

                          Argentina se ha caracterizado por un zigzagueo constante en materia de derechos, no solo por sus reformas legislativas o de proyectos de Códigos que por ello han quedado frustrados, sino por las variables de intereses  que se presentan como “ tu tores de los débiles “ y en general actúan con contradicciones,  primero generan dere -chos fundamentales- claro ejemplo la reforma constitucional 1994 -  y luego al instante siguiente, consideran que se ha ido demasiado lejos y se pretende “ volver atrás “- así por ejemplo, negarle  a las comunidades aborígenes ingerencia en la explotación de los recursos naturales -, etc. ( 7 ) 
                         La corriente regresiva  ha quedado expuesta  y con una gravedad institucional para las instituciones y  República,  especialmente en la defensa de los derechos de los habitantes, en relación de los daños cometidos por el Estado, en  Ley 26.744- ( 8 )
                         Sin embargo, ha de tenerse presente que la tutela de los derechos por par te de los Tratados, Pactos y Convenciones  Internacionales, es dinámica y en consecuen cia existe  imposibilidad de volver atrás, con los principio, derechos y garantías, etc., acordados. ( 9 ) 
                        La porgresividad se caracteriza por la acción de ir para adelante, en el derecho constituye una dinámica esencial que se inicia con la Constitución constructiva de la República en l853 (de corte liberal) donde se instalan los derechos individuales; se continua con la reforma del l955 (devenida  de la Constitución de 1949) con los dere chos sociales; con la reforma de l994 con la incorporación de los derechos ambientales y del consumidor, etc.( 10 ) 
                        Pero lo trascendente  y fundamental es   la incorporación de  Argentina con esta  adhesión de Tratados, Pactos y Convenciones Internacionales, al principio de  porgresividad en los derechos adquiridos por lo habitantes  y obviamente no regre sividad.-
                       De esta forma Argentina posee un nuevo principio general: el principio de porgresividad y no regresividad de los derechos adquiridos.-

                   3.- La evolución de la responsabilidad del Estado y su constatación en dos 
                        recientes fallos ejemplares.

                   Desde la década de los años 40’ del siglo pasado a la actualidad, largo ha sido el camino y el esfuerzo de juristas y Magistrado para alcanzar la responsabilidad del Estado y los funcionarios públicos y lograr evitar la impunidad.

                 Para hacer una historia corta y no abrumar al lector el Estado es responsable por sus actividades legítimas e ilícitas / ilegitimas, con los siguientes requisitos según nuestra CSJN: 

a.- la falta de servicio (con fundamento en el art. 1112 del CC) caso " Vadell " del 18 de diciembre de 1984, que "esa idea objetiva de falta de servicio encuentra fundamento en la aplicación por vía subsidiaria del artículo 1112 del Código Civil.-”
b.- la existencia de un daño cierto (actual o futuro), 
c.- la relación de causalidad directa y adecuada entre la conducta estatal -acciones y omisiones- y el daño cuya reparación se persigue,
d.- el factor de imputación, a través de la llamada teoría del órgano, mediante la cual las conductas de los agentes estatales, son trasladadas al propio estado. (Conf. CSJN Fallos 331: 1690). ( 11 ) 
               Para corroborar esta uniforme tendencia jurisprudencia aportaremos dos recien tes fallos y mostrar (fundamentar) la continuidad de esta tendencia de la responsabilidad del Estado y dejar en evidencia  la incongruencia y regresividad de la nueva la Ley de ( irresponsabilidad ) Responsabilidad del Estado 26.944.-

              La  Cámara de Apelaciones en lo Penal, Contravenciónal y de Faltas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con fecha   27 de agosto del 2014, sentenció: “ En virtud del reconocimiento expreso por parte del demandado acerca de su propio accio nar ilegítimo, sumado a la gran cantidad de irregularidades producidas durante el pro cedimiento de transferencia de la titularidad de la licencia del taxi en cuestión, se ha configurado de forma manifiesta y flagrante una falta de servicio en los términos del art. 1112  del CC pues la Administración nada hizo ante el reclamo del actor. En este marco, cabe recordar que el Estado es responsable por sus actividades ilícitas…en consideración de elementos de orden afectivo y/o íntimo del perjudicado, resulta  ra zonable por estado de incertidumbre respecto de su fuente de trabajo y, por lo tanto, una ilegítima afectación a un interés no patrimonial – daño moral -  que se estima en $50.000 y un  el lucro cesante sería por 20 años aproximadamente, no parece exagerada la suma de $148.000 pretendida.  ( 12 ) 
                    Con fecha posterior Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas, de Paz y Tributaria de Mendoza, Sala Tercera  con fecha 23 de septiembre  del 2014: “  

 Corresponde hacer lugar a la demanda de daños y perjuicios deducida contra el Es tado provincial por haber certificado erróneamente el deceso de la gemela de la actora en la maternidad perteneciente al hospital público en el que había nacido, habiéndose comprobado que la hermana gemela que se dio por muerta fue entregada a una tercera persona como producto de su parto, mientras a la madre biológica de la accionante se le entregó una niña fallecida. Existe relación de causalidad directa entre el hecho que hizo creer a toda la familia que una de las gemelas había muerto y los daños alegados por la actora, así como que su legitimación para reclamar el agravio moral es también absolutamente clara en calidad de damnificada directa, siendo el agravio principal el haber sido separa da de su hermana gemela. La interpretación de una norma debe ha cerse en primer lugar "desde la Constitución", más que nunca hoy en día, pues nuestra Constitución ha ampliado extensamente el programa de vida de nuestra comunidad na cional, integrando entre sus cláusulas y con igual jerarquía a los Tratados Internacio nales de Derechos humanos que amplían el conjunto de valores, declaraciones , normas, instituciones, standard éticos y políticos, los instrumentos para equilibrar el ejercicio de los derechos y el funcionamiento del poder. En definitiva, hoy más que nunca debe recurrirse a la interpretación de las normas a la luz de un muy novedoso conjunto de principios de la más alta jerarquía y que no permiten mantener una con cepción puramente "legalista" de la interpretación del derecho, debiendo los jueces en consecuencia hacer un esfuerzo integrador de tales principios y reglas en un marco histórico y jurídico distinto a aquel en el que muchas de las normas inferiores fueron creadas. Si a ello se suma que el daño moral comprende no sólo los sufrimientos seña lados más arriba y relatados por la perito designada, sino también a la influencia de este factor estresante en el daño psíquico de la actora, estimo que la indemnización debe establecerse en la suma de $150.000 fijada a la sentencia de primera instancia, debiendo calcularse los intereses moratorios a la tasa del 5% anual desde el 28/4/1974 hasta la fecha de la sentencia de primera instancia y desde allí en adelante a la tasa activa del Banco de la Nación Argentina.”.- ( 13) 
                  La nueva Ley de responsabilidad del Estado – 26.944 -pretende cercenar los derechos adquiridos por los habitantes, estableciendo un principio de excepción y regre sividad, queriendo establecer como principio: “Las disposiciones del Código Civil no son aplicables a la responsabilidad del Estado de manera directa ni subsidiaria. “, tiran do así por tierra mas de 60 anos de doctrina y jurisprudencia.-
                  En segundo lugar, violar el principio de reparación integral establecido en los instrumentos internacionales y reafirmado por la CSJN en el caso “Aquino”, al pre tender una reparación acotada: “Art. 5° - La responsabilidad del Estado por actividad legítima es de carácter excepcional. En ningún caso procede la reparación del lucro cesante. La indemnización de la responsabilidad del Estado por actividad legítima com prende el valor, objetivo del bien y los daños que sean consecuencia directa e inmediata de la actividad desplegada por la autoridad pública, sin que se tomen en cuenta circuns tancias de carácter personal, valores afectivos ni ganancias hipotéticas”, se pretende apli car el principio de la expropiación que es un acto soberano diferente que los daños cau sados por la actividad, del Estado.-
                Eliminar la responsabilidad y los daños causados por la actividad jurisdic- cional, “Los daños causados por la actividad judicial legítima del Estado no generan derecho a indemnización”,  cuando Argentina ha sido condenado por Tribunales Inter nacionales por este misma actividad, sin duda se trata de una violación a los derechos de los habitantes por regresividad.- ( 14 ) 
               Utiliza la regresividad también, en el articulo  6° - El Estado no debe respon der, ni aun en forma subsidiaria, por los perjuicios ocasionados por los concesionarios o contratistas de los servicios, públicos a los cuales se les atribuya o encomiende un come tido esta tal, cuando la acción u omisión sea imputable a la función encomendada.” ( 15) cuando en la actualidad es condenado solidariamente en función de la L. D. C. 26.361.-

             Hemos querido solamente plantear el tema por la esencialidad para los derechos de los habitantes y generar un debate que debe darse para evitar retroceder en los tiem - pos del derecho, como herramienta de poder y lejos del ser humano. ( 16 ) 
                  5.- Conclusión.-

                   Formalmente la democracia ( 17 )  coloco  a los funcionarios en el poder y en su rol,  sin embargo su ejercicio  atenta contra la democracia sustancial y con esta modificación  en la Ley se busca generar una suerte de impunidad, al derivar la respon sabilidad el Estado y los funcionarios públicos al derecho administrativo, olvidando que

la responsabilidad patrimonial  -  hoy derecho de daños – se le priva al sistema legal de  legitimidad.  ( 18 )
                  Consideramos que al haber adherido la Argentina a los Tratados, Pactos y Convenciones Internacionales que establecen el principio de porgresividad y no regre sividad de los derechos y que como tal constituye un principio general del derecho la nueva Ley de Responsabilidad el Estado, no solo es inconstitucional, sino que viola los Tratados Internacionales, puede por ello ser condenada en los Tribunales Internaciona les y representa una posición negativa de la Argentina en el concierto internacional de las Naciones Unidas y otros organismos internacionales en el respeto y consolidación de los derechos adquiridos.-( 19 ) 
Notas.-
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2.-Manfroni, Carlos, Convención Interamericana contra la corrupción, 
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3.- LA  DECLARACION AMERICANA DE DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE  ( 1948 ).-

Cap. XXIII.- Toda persona tiene derecho a la propiedad privada correspondiente a las necesidades esenciales de una vida decorosa, que contribuya a mantener dignidad de la persona y del hogar.-

Tenemos tres pautas: 

1.-la de  propiedad privada ( coincidiendo del el Art. 17 CN. , pero con la diferencia que este articulo es proyectivo y social, no como el 17 C. N. que es retrospectivo e individualista.-)

2.-habla de las necesidades esenciales ( obviamente se relaciona con el consumo de supervivencia y calidad de vida )

3.- relaciona el derecho de propiedad privada con la dignidad de la persona y su hogar. ( sin duda le otorga un sentido humanístico a la propiedad ).-

DECLARACION UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS  ( 1948 ).-

Art.17.-Toda persona tiene derecho a la propiedad individual y colectivamente. Nadie puede ser privado arbitrariamente.-

1.- En primer enuncia a la propiedad colectiva como un bien o valor.-( es importante porque la C. N. no la nombra ).-

DECLARACION AMERICAN SOBRE DERECHO HUMANOS( 1969 ).-

Art. 21.-Derecho a la propiedad privada, Teda persona tiene derecho al uso y goce de sus bines, salvo la expropiación 

Respecto de la protección del trabajo y trabajador que es el otro rol económico del consumidor.-

Declaración universal de derechos humanos  ( 1948 )

Art.23.-Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será contemplada en caso necesario por cualquier medio de protección social.-

Art. 25-Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuada que le asegure a el y su familia, la salud y bienestar, en especial la alimentación, vestido, vivienda, asistencia médica y servicios sociales necesarios.-

Hay una pauta de relación de la remuneración del trabajador con el consumo del consumidor.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, sociales y culturales.- ( 1988 )

Art. 7 Los Estados Partes del presente pacto reconocen el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativo que aseguren las condiciones de existencia digna para ellos y su familia.-

Art. 11.1.-Los Estado reconocen el derecho fundamental de toda persona a un nivel de vida adecuado para si y su familia  respecto de la alimentación, vestido, vivienda.-

ACCESO A LA JURISDICION.-

DECLARACION AMERICAN SOBRE DERECHO HUMANOS  1969 ).- Art.25.- Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes que amparen contra actos que violen derechos fundamentales reconocidos por la Constitución del país, la ley o convenciones o tratados internacionales.-
EMPRESAS PRODUCCION DE BIENES Y SERVICIOS.-

Pacto Internacional de Derechos Económicos, sociales y culturales.- ( 1988 )

Art. 11  -2.- Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos.- ( medio ambiente- consumidores - empresas….).-

4.- Weingaren, Celia.- La confianza en el sistema jurídico. Ed. Cuyo. Santiago de 

Chile. 2009.-

5.- Antecedente.-Anteproyecto ,.Art. 1764.-Responsabilidad del Estado.- El Estado responde objetivamente  por los daños causados por el ejercicio  irregular de sus funciones  sin que sea necesario identificar al autor Para tales fines  se debe apreciar  la naturaleza de la activi dad , los medios que dispone el servicio, el lazo que tiene la victima con el servicio  y el grado de previsibilidad  del daño .- ( lamentablemente con esta norma no solo se desco noce el art. 40 de la Ley 26.361, sino que se retrocede en las conquistas del derecho de daños ) .-

Art. 1765.-Responsabilidad del funcionario y el empleado público. El funcionario y el empleado público  son responsables de los daños causados  a los particulares por accio nes u omisiones  que implican el ejercicio irregular  de su cargo. La responsabilidad del funcionario y empleado público son concurrentes ( este articulo ya contradecía el art. 40 de la Ley 26.361 ).-

Art.1766.-Responsabilidad del Estado por actividad lícita.-El Estado responde objetiva mente  por los daños derivados  de los actos lícitos que sacrifican  intereses de los parti culares  con desigual reparto de las cargas públicas. La responsabilidad solo comprende  el resarcimiento del daño emergente , pero si se afecta la continuación de una actividad  incluye la compensación  del valor de las inversiones no amortiza das en cuanto haya sido razonable para su giro.- (  esta norma ya contenía un error conceptual porque las inversiones no amortizadas son parte del daño emergente, en realidad lo que debió agre gar es la reparación de la parte de la tasa de beneficio o lucro cesante que conforme a la inversión realizada no se hubiese podido realizar, desconociendo los propios fallos de la CSJN, especialmente Alzaga  y Pronar c/ Provincia de Bs, As ).-

2.-El Poder Ejecutivo modifico los arts. 1764/66 con la siguiente redacción. Art. 1764. Inaplicabilidad de las normas. Las disposiciones de este título  no son aplicables a la responsabilidad del Estado de manera directa ni subsidiaria.- Art. 1765.- Responsabi lidad del Estado.  La responsabilidad del Estado se rige  por las normas y principios del derecho administrativo nacional o local  según corresponda.- Art. 1766.-Responsabilidad del funcionarios y el empleado público. Los hechos y ls omisiones de los funcionarios en el ejercicio de sus funciones  por no cumplir sino de una manera irre gular  las obligaciones legales que le estan  impuestas se rigen por las normas y Princi. -pios del derecho administrativo nacional o local según  corresponda.-

6.- “Accidente en un parque público. Caída de una menor desde un juego. RESPONSA BILIDAD DEL ESTADO. Art. 1113 del Código Civil, parr. 2°, segunda parte. Ausencia de acreditación de alguna causal de eximisión. Bienes de dominio público. Art. 2340, inc. 7, del Código Civil En consecuencia, atento que la experta psicóloga estimó que S. d. l. A. C necesitaba asistir a trata miento para paliar el trastorno de estrés post-traumático surgido como consecuencia del accidente, y toda vez que goza del derecho de elegir la institución y los profesionales a los que somete su atención, corres ponde fijar una indemnización por el rubro bajo análisis – daño psicológico -  conforme las conclusiones destacadas en el informe pericial, es decir, por un total de cinco mil doscientos pesos ($5200), más los intereses.-  En este contexto, en atención a los padecimientos de la víctima destacados en las conclu siones de los expertos, entiendo que considerando el sexo y edad de la actora, resulta razonable fijar en diez mil pesos ($10000) el resarcimiento por daño moral, más intereses.-  Corbalán Rosa Sandra c/ GCBA s/ daños y perjuicios” – CÁMARA DE APELACIONES EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y TRIBUTARIO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES – SALA III – 23/06/2014.- elDial.com - AA88FF.

7.- Chomsky, Noam, Piratas y emprendedores, p. 113 y ss., ed. ediciones 

B, Bs. As., 2003. Sapelli, Giulio, Cleptocracia. El mecanismo único de la corrupción entre economía y política, p. 25, ed. Losada, Bs. As., 2007.
8.- “Hciendo lugar a la acción de daños y perjuicios incoada por los Sres. N. G. D., Ulises Rivera, Luciano Martín Rivera y J. F.  R. contra la Municipalidad de General Roca por las razones expuestas en los respectivos considerándos, condenando al último nombrado para que dentro del término de diez días de notificado proceda a abonar a los actores la suma total de pesos sesenta y tres mil ($ 63.000,00), con más sus intereses y que deberán ser calculados conforme las pautas dadas en el considerando III; con costas a su cargo por su condición de vencido (art. 68 del C.P.C.C.).-Concluyendo entonces, encuentro justo y equitativo en el caso de autos otorgar por el rubro en estudio: a favor del Sr. Luciano Martín Rivera y N. G. D. la suma de $ 20.000,00 para cada uno de ellos; a favor del Sr. Ulises Rivera la suma de $ 15.000,00, y a favor del Sr. J. Rivera la de $ 8.000,00 (arts. 165 del C.P.C.C., 1068, 1078 del Código Civil).- A tales sumas deberá aplicársele un interés del 8% anual desde el acaecimiento del hecho hasta la fecha de esta sentencia, y de allí y hasta su efectivo pago, a la tasa activa del Banco de la Nación Argentina -conforme doctrina legal establecida por el STJ en autos "Loza Longo"-. D. N. G. y otros C/ MUNICIPALIDAD GRAL. ROCA y Otros s/ ordinario.-Juzgado Civil, Comercial y Mineria de General Roca.-Juzgado: nº 3. de fecha 19 de mayo del2014

  MJJ86345
9.- Alori, Laura y otros. Dos siglos en la Argentina. Un antecedente importante fue  el modelo ingles de lo que se denomina las revoluciones atlánticas    -pag. 39. Las rela ciones feudales fueron desapareciendo lentamente empujados por la consolidación de la monarquía absoluta. La burguesía apoyo la lucha en prendida por el Rey contra los señores feudales. En el siglo XVII, la burguesía  inglesa,  pudo imponerse y remover  los últimos obstáculos  para el desarrollo capitalista. La revolución Gloriosa de l688 le permitió establecer  una monarquía parlamentaria, quitándole al rey la posibilidad de confiscarle los bienes a sus súbitos y creando un parlamento con exclusivas facultades impositivas, de esta manera se aseguraba  el respeto de la pro piedad privada, piedra angular del sistema capitalista. Nos encontramos ante un Estado que asegura la pro piedad individual, al mismo tiempo que promueve las relaciones asalariarles. Declara la libertad de los contratos y de la industria, promueve los cercamientos de las áreas rura les  para establecer la dimensión exacta  de las parcelas en propiedad y disuelve los derechos de paso  y portazgo  que los nobles heredaron de la edad feudal.- Ed. Biblos.  Buenos Aires. 2000
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Anexo. Ley 26.944 Responsabilidad del Estado.-
Responsabilidad del estado 

Texto de la ley 26-944.-

El Senado y Cámara de Diputados, etc.

Artículo 1° - Esta ley rige la responsabilidad del Estado por los daños que su actividad o inactividad les produzca a los bienes o derechos de las personas. 
La responsabilidad del Estado es objetiva y directa.

Las disposiciones del Código Civil no son aplicables a la responsabilidad del Estado de manera directa ni subsidiaria.

La sanción pecuniaria disuasiva es improcedente contra el Estado, sus agentes y funcionarios.

Art. 2° - Se exime de responsabilidad al Estado en los siguientes casos:

a) Por los daños y perjuicios que se deriven de casos fortuitos o fuerza mayor, salvó que sean asumidos por el Estado expresamente por ley especial;

b) Cuando el daño se produjo por el hecho de la víctima o de un tercero por quien el Estado no debe responder.

Art. 3° - Son requisitos de la responsabilidad del Estado por actividad e inactividad ilegítima:

a) Daño cierto debidamente acreditado por quien lo invoca y mensurable en dinero;

b) Imputabilidad material de la actividad o inactividad a un órgano estatal;

c) Relación de causalidad adecuada entre la actividad o inactividad del órgano y el daño cuya reparación se persigue;

d) Falta de servicio consistente en una actuación u omisión irregular de parte del Estado; la omisión solo genera responsabilidad cuando se verifica la inobservancia de un deber normativo de actuación expreso y determinado.

Art. 4° - Son requisitos de la responsabilidad estatal por actividad legítima:

a) Daño cierto y actual, debidamente acreditado por quien lo invoca y mensurable en dinero;

b) Imputabilidad material de la actividad a un órgano estatal; 
c) Relación de causalidad directa, inmediata y exclusiva entre la actividad estatal y el daño;
d) Ausencia de deber jurídico de soportar el daño;

e) Sacrificio especial en la persona dañada, diferenciado del que sufre el resto de la comunidad, configurado por la afectación de un derecho adquirido.

Art. 5° - La responsabilidad del Estado por actividad legítima es de carácter excepcional. En ningún caso procede la reparación del lucro cesante.

La indemnización de la responsabilidad del Estado por actividad legítima comprende el valor, objetivo del bien y los daños que sean consecuencia directa e inmediata de la actividad desplegada por la autoridad pública, sin que se tomen en cuenta circunstancias de carácter personal, valores afectivos ni ganancias hipotéticas.
Los daños causados por la actividad judicial legítima del Estado no generan derecho a indemnización.

Art. 6° - El Estado no debe responder, ni aun en forma subsidiaria, por los perjuicios ocasionados por los concesionarios o contratistas de los servicios, públicos a los cuales se les atribuya o encomiende un cometido estatal, cuando la acción u omisión sea imputable a la función encomendada.

Art. 7° - El plazo para demandar al Estado en los supuestos de responsabilidad extracontractuales de tres (3) años computados a partir de la verificación del daño o desde que la acción de daños esté expedita.

Art. 8° - El interesado puede deducir la acción indemnizatoria juntamente con la de nulidad de actos administrativos de alcance individual o general o la de inconstitucionalidad, o después de finalizado el proceso de anulación o de inconstitucionalidad que le sirve de fundamento.

Art. 9° - La actividad o inactividad de los funcionarios y agentes públicos en el ejercicio de sus funciones por no cumplir sino de una manera irregular, incurriendo en culpa o dolo, las obligaciones legales que les están impuestas, los hace responsables de los daños que causen.

La pretensión resarcitoria contra funcionarios y agentes públicos prescribe a los tres (3) años.

La acción de repetición del Estado contra los funcionarios o agentes causantes del daño prescribe a los tres (3) años de la sentencia firme que estableció la indemnización.
Art. 10. - La responsabilidad contractual del Estado se rige por lo dispuesto en las normas específicas. En caso de ausencia de regulación, se aplica esta ley en forma supletoria.

Las disposiciones de la presente ley no serán aplicadas al Estado en su carácter de empleador.

Art. 11. - Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a los términos de esta ley para la regulación de la responsabilidad estatal en sus ámbitos respectivos.

Art. 12. - Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.

Dios guarde al señor Presidente.

